	Fecha
	15 de enero de 1979
	Sesión número
	3

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ANTONIO MATA, RAFAEL EVELIO CASTRO, ELÍAS ALVARADO GAMBOA Y TREINTA Y OCHO PERSONAS MÁS.

	Recurrido: SUB-DIRECTOR GENERAL DE LA GUARDIA DE ASISTENCIA RURAL, DIRECTOR REGIONAL DE LA ZONA “D” DE ESA GUARDIA, MINISTRO DE GOBERNACIÓN.

	Objeto del recurso: Alegan los recurrentes que efectuaron cultivos, construyeron viviendas y realizaron otros actos posesorios en unos terrenos situados en Pavones de Pérez Zeledón, terrenos que permanecieron en completo abandono durante varios años. Que sin existir ninguna orden judicial y de manera arbitraria, miembros de la Guardia de Asistencia Rural, fuertemente armados y con inusitada violencia, procedieron a desalojarlos de los terrenos que ocupaban y prendieron fuego a las viviendas construidas por ellos. 

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que el Ministerio recibió una nota del señor Rodrigo A. Mesén Mora, quien solicitaba la intervención de las autoridades para que se procediera al inmediato desalojo de unas personas que habían invadido una finca de su propiedad. Que previa investigación, el Delegado Cantonal de Pérez Zeledón informó que los ocupantes tenían pocos días de estar poseyendo el inmueble. Que en vista de lo anterior, el Departamento Legal del Ministerio ordenó el desalojo de las personas que tuvieran menos de un año de estar poseyendo el inmueble, de conformidad con el pronunciamiento de la Procuraduría General de la República, Nota N° 80-PA-76 de 10 de noviembre de 1976.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. Según consta en la investigación que se practicó antes del desalojamiento y que tuvo a su cargo el Delegado Cantonal de Pérez Zeledón, la intrusión masiva del inmueble, efectuada por los recurrentes, no alcanzó el año contado hasta la fecha del desalojo; no existían cultivos estables, los varones recurrentes, en su mayoría son taxistas, y; casi en su totalidad tienen conocidos domicilios en distintos barrios o sectores de Pérez Zeledón. Tampoco está demostrado que los gestionantes reúnan todos los requisitos exigidos en el artículo 92 de la Ley de Tierras y Colonización.


N° 3
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día quince de enero de mil novecientos setenta y nueve, con asistencia de los señores Magistrados Coto, Presidente; Quirós, Arroyo, Odio, Retana, Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Blanco, Fernández, Villalobos, Zavaleta, Trejos, Porter y  Benavides. 
Artículo V
Se entró a resolver un recurso de Amparo interpuesto en escrito de treinta de setiembre del año próximo pasado por Antonio Mata, Rafael Evelio Castro, Elías Alvarado Gamboa y treinta y ocho personas más, contra el Sub-Director General de la Guardia de Asistencia Rural, Mayor Rolando Francis Brenes, y el Director Regional de la Zona “D” de esa Guardia, Mayor Eduardo Sossa Quesada, recurso que luego se dirigió contra el señor Ministro de Gobernación.

Los recurrentes alegan que por ser un grupo de campesinos pobres, efectuaron cultivos y construyeron viviendas y realizaron otros actos posesorios en unos terrenos situados en Pavones de Pérez Zeledón: que esos terrenos permanecieron en completo abandono durante varios años; que el derecho de posesión sobre el inmueble se está ventilando en un interdicto que se tramita en el Juzgado Civil de Pérez Zeledón; que el veintiséis de setiembre, sin existir ninguna orden judicial, miembros de la Guardia de Asistencia Rural, fuertemente armados y con inusitada violencia, procedieron a desalojarlos de los terrenos que ocupaban con sus humildes pertenencias y acto seguido, sin ninguna consideración, prendieron fuego a las viviendas construidas por ellos. Los recurrentes califican esos hechos de arbitrarios y alegan que la orden impartida los privó del derecho de libre permanencia en cualquier lugar del territorio nacional, violándose el derecho al trabajo y poniéndolos en una situación verdaderamente angustiosa, pues carecen de un techo que los proteja junto con sus hijos pequeños y mujeres, algunas de ellas encinta, y con grave riesgo para su salud.  Por todo lo expuesto, interponen el Amparo manifestando que las autoridades violaron los artículos 10, 11, 22, 45 y 46 de la Constitución Política y 277 y siguientes, 317 y siguientes del Código Civil.

Esta Corte remitió el asunto al Juzgado Penal de Pérez Zeledón, por motivos de competencia; pero en fecha posterior el señor Juez se declaró incompetente, pues de lo manifestado por el Director Regional de la Guardia de Asistencia Rural, aparecía que las autoridades habían actuado con instrucciones del señor Ministro de Gobernación.  Por último, en sesión de trece de noviembre del año próximo pasado, la Corte asumió el conocimiento del asunto y enderezó el Amparo contra el señor Ministro, Licenciado Juan José Echeverría Brealy.


Se solicitó el correspondiente informe al señor Ministro, quien lo rindió en escrito de treinta de noviembre, en el cual hizo un amplio relato de los hechos, explicando, en resumen, lo siguiente; Que el once de setiembre del año pasado el Ministerio recibió una nota del señor Rodrigo A. Mesén Mora, quien solicitaba la intervención de las autoridades para que se procediera al inmediato desalojo de unas personas que habían invadido una finca de su propiedad, situada en Pavones de Pérez Zeledón, inscrita en el Partido de San José, número noventa y un mil ciento setenta y cuatro; que el Ministerio ordenó a la Sub-Dirección General de la Guardia de Asistencia Rural que se practicara una investigación “sobre el tiempo que tienen de haber ingresado los precaristas”; que el dieciséis de setiembre, el Delegado Cantonal de Pérez Zeledón informó sobre el resultado de la investigación practicada en la finca del señor Mesén Mora, y según ese informe, los ocupantes tenían pocos días de estar poseyendo el inmueble; que en vista de lo anterior, el Departamento Legal del Ministerio ordenó el desalojo de las personas que tuvieran menos de un año de estar poseyendo el inmueble; y que, finalmente, el día veintisiete de setiembre, se procedió al desalojo y a destruir catorce chozas.  Agrega el señor Ministro que de conformidad con el pronunciamiento de la Procuraduría General de la República, contenido en la Nota N° 80-PA-76 de diez de noviembre de mil novecientos setenta y seis, se debe proceder de inmediato al desalojo de los ocupantes que tengan menos de un año de posesión, con arreglo a lo establecido en el artículo 45 de la Constitución Política y en el número 305 del Código Civil; y que, en consecuencia, al encontrarse los precaristas dentro de los supuestos que contempla ese pronunciamiento de la Procuraduría General, el Ministerio giró las instrucciones pertinentes, a efecto de que se procediera al desalojo.

Previa deliberación, se acordó: Declarar sin lugar el recurso de Amparo por las siguientes razones:

I.- De lo sustanciado en los autos aparece que el inmueble invadido es la finca número noventa y un mil ciento setenta y cuatro del Partido de San José, inscrita en el Registro Público, cuyo propietario es el señor Rodrigo Antonio Mesén Mora, desde mil novecientos cuarenta y ocho; y que la intrusión masiva del inmueble, efectuada por los recurrentes, no alcanzó el año contado hasta la fecha del desalojo.  Según consta en la investigación que se practicó antes del desalojamiento y que tuvo a su cargo el Delegado Cantonal de Pérez Zeledón, la cual fue ordenada a través del Departamento Legal del Ministerio de Gobernación, los gestionantes tenían muy pocos días, alguno de ellos, y otros a lo sumo un mes y medio de estar ocupando el inmueble.  No existían cultivos estables, y las chozas o albergues rústicos o en proceso de construcción, eran todas de condiciones muy precarias.  Por otra parte, la calidad de los terrenos del inmueble no es apta para un desarrollo agrícola; y además, los varones recurrentes, en su mayoría son taxistas, y casi en su totalidad – hombres y mujeres – tienen conocidos domicilios en distintos barrios o sectores de Pérez Zeledón.  Según telegrama agregado a folio 40, el Juzgado Civil de Pérez Zeledón, en sentencia firme, declaró con lugar el interdicto de amparo de posesión y restitución establecido por Rodrigo Antonio Mesén Mora contra Alejandro Gutiérrez Murillo y cuarenta y una personas más.
II.- Contrariamente a las pretensiones deducidas, con fundamento en los hechos revelados y en los artículos 279 inciso 2°, 284, 285, 295, 306, 307, 316, 323 y 324 del Código Civil, se llega a la conclusión de que no fueron en realidad las autoridades de la Guardia de Asistencia Rural, sino los propios recurrentes, quienes procedieron en forma indebida, puesto que se posesionaron de terrenos de propiedad ajena.  Tampoco está demostrado, como correspondía hacerlo a los gestionantes, que éstos reúnan, conforme al ordenamiento especial sobre la materia, todos los requisitos exigidos en el artículo 92 de la Ley de Tierras y Colonización.

III.- Los textos constitucionales que se invocan en apoyo del Amparo, no tienen aplicación en el caso, y desde luego, no han podido ser vulnerados por las autoridades administrativas.  Los artículos 10, 11, 22 y 46 no guardan relación alguna con lo planteado; y en cuanto al artículo 45, las garantías que establece no son precisamente a favor de quienes interponen el recurso, sino del propietario del inmueble invadido. Por todo ello,  el recurso de Amparo es improcedente y así cabe resolverlo. 
